La Convención 

Desde Mayo de 2008 está en vigor la Convención de Naciones Unidas de los Derechos de las Personas con Discapacidad, cuya aprobación por el Parlamento fue publicada en el BOE el 21 de abril de 2008. Se trata de un hecho de gran trascendencia para nuestra sociedad y un hito para las personas con diversidad funcional, puesto que supondrá un cambio trascendental de visión sobre esta realidad humana que toca del 10%  al 15% de la población mundial. Es un importante instrumento jurídico internacional que instaura una concepción de la diversidad funcional centrada en los derechos humanos y en la persona diversa como titular irrenunciable de derechos. 

La Convención reconoce la necesidad de promover y proteger los derechos humanos de todas las personas con diversidad funcional ya que, a pesar de existir numerosos instrumentos y actividades desarrolladas hasta ahora, muchas personas carecen de las oportunidades de la población general. Obstáculos materiales y sociales les impiden recibir educación; conseguir empleo, incluso estando bien formados; tener acceso a la información y comunicarse; obtener atención sanitaria adecuada; desplazarse o moverse; “pertenecer” y ser aceptados, siempre reducidos a un ciclo de invisibilidad. Sus propósitos fundamentales son: 

1. Promover, proteger y asegurar el disfrute pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales para todas las personas con diversidad funcional; y 

2. Promover el respeto de su dignidad inherente. 

Cimienta un cambio de paradigma sobre tres pilares: la consideración de la diversidad funcional como una cuestión de desigualdad de oportunidades dentro de un entorno discriminatorio, erradicando así la visión tradicional que centraba su atención en la condición de salud de las personas; el cambio de estrategia en el apoyo para las personas que precisan de ayuda para tomar decisiones, de manera que reciban apoyos adecuados, en lugar de sustituir su voluntad por la de otras personas; la obligación del Estado de adoptar políticas que promuevan la vida independiente, la vida en comunidad, superando así las políticas que arrinconan ciudadanos en recursos residenciales aislados de la vida en sociedad. Además, también obliga a los Estados y a sus Administraciones públicas a que, además de cambiar leyes y políticas, difundan esta nueva visión de la diversidad funcional. 

Toca replegar el minusvalidismo y el viejismo, estimulando herramientas sociales que promuevan dignidad y ciudadanía para la diversidad. Desarrollar la Convención puede parecer muy abstracto y lejano, pero el tratado conlleva la obligación del Estado de respetar y hacer respetar los derechos humanos de personas que han sido percibidas y situadas como prescindibles, menos-válidos o, simplemente, dis-ciudadanos componiendo una minoría social de baja prioridad. Las burocracias de jueces y fiscales, de las administraciones públicas, de los responsables gubernamentales, de los profesionales de la Discapacidad, a todas corresponde dejar de estar encima de, para ponerse al lado de las personas con diversidad funcional. 

Y como los derechos se ganan, ONGs y ciudadanos comprometidos con la Convención debemos transitar del clientelismo a una cultura reclamante. Si queremos llegar a otro destino hemos crear una senda nueva.
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